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El activo  
desactivado

Un lugar común de todo foro o seminario sobre gestión  
de empresas es afirmar que “las personas son el mayor  

activo de una organización”. Una reciente encuesta sobre  
condiciones de trabajo y empleo no apoya esta visión.
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Selección y copago: 
las dos trampas  
del sistema escolar

A principios de los años ochenta, una 
mega reforma educacional en Chile des-
centralizó la administración y el financia-
miento de los colegios públicos hacia un 
sistema de gestión municipal e invitó al 
sector privado a participar en el desarrollo 
de la educación a través del financiamiento 
compartido, impulsado a partir de la imple-
mentación de un sistema de vouchers. La 
idea era introducir un mayor nivel de com-
petencia en el mercado para obligar a que 
la oferta educacional proveyera un servicio 
de mejor calidad y al mismo tiempo pusiera 
las condiciones para crear una expansión 
en los servicios educativos.

La única certeza que tenemos treinta 
años después es que la competencia entre 
colegios generó ampliación de oferta1, pero 
la reforma no generó mayor calidad2 ¿Por 
qué? 

Un pilar de la institucionalidad educa-
cional chilena es que teóricamente permi-
te a los padres “elegir” el establecimiento 
educacional; se espera que esto fomente 
competencia. El problema es que muchos 
padres no pueden elegir porque los esta-
blecimientos seleccionan3 a sus alumnos 
en base a criterios socioeconómicos o 
habilidades del niño, o porque la familia 
enfrenta restricciones geográficas y finan-
cieras para elegir. La elección de los niveles 
socioeconómicos bajos y medio bajos está 
condicionada por cercanía al estableci-
miento, por el costo de la matrícula y por 
el hecho de que la escuela es la única en 
su comuna4. 

La buena competencia debiera estar en la 
generación de valor agregado, no en la se-
lección del alumnado. La existencia de altos 
copagos ahonda la brecha socioeconómica 
entre establecimientos. La alta polarización 
social existente en la mayoría de las urbes 
chilenas, reproduce también este fenóme-
no en el sistema municipalizado: comunas 
pobres, con pocos recursos para comple-
mentar la subvención escolar, que deben 
atender a alumnos en promedio más vulne-
rables, enfrentan el éxodo de los alumnos 
más aventajados, y concentran una alta 
proporción de alumnos repitentes.

Por otra parte, la caída en la matrícula 
de los establecimientos municipales ha sido 
dramática en los últimos 20 años. Si en los 
años 80 la educación púbica concentraba el 
80% de la matrícula, hoy representa poco 
más del 35%. El que el financiamiento esté 
atado a la asistencia tiene en principio una 
lógica impecable: así los malos estableci-
mientos se quedan sin alumnos. Además, 
frente a las altas tasas de deserción que 
había en la enseñanza básica y media en los 
años ’80, se esperaba que el pago per cápi-
ta funcionara como incentivo para que los 
colegios instrumentaran mecanismos para 
retener a su alumnado5. El problema fun-
damental es que gran parte de los costos 
de los colegios no es esencialmente fijo. Y 
los ingresos per cápita generan un desfi-
nanciamiento de los colegios municipales, 
que se ve agravado no solo por el éxodo 
de matrícula sino también por una merma 
considerable de alumnado durante los me-
ses de invierno. 

Lo ideal es que gran parte del financia-
miento sea fijo: que dependa de la dotación 
del establecimiento e incluya recursos para 
mantención y renovación de edificios. Una 
parte puede estar atada a valor agregado, 
pero no a niveles de logro, sino a la capa-
cidad de los colegios de revertir situaciones 
iniciales, y podría pensarse en mantener un 
valor per cápita, pero que la captación de-
pendiera de algún promedio bi o trianual, 
no de la asistencia mensual.

Hoy sabemos que la mera instrumenta-
ción de un subsidio a la demanda no genera 
per se buena competencia ni mejora cali-
dad. Menos aún en un contexto en el que  
no todos los actores compiten en igualdad 
de condiciones. Los recursos públicos tienen 
que estar abocados a garantizar educación 
de calidad e igualdad de oportunidades, in-
dependiente de quién es el proveedor (pri-
vado o público). Pero para que esto se cum-
pla, la única opción es derogar la selección 
y el copago en los establecimientos que 
reciban fondos públicos. Y hay que transitar 
hacia un mecanismo de financiamiento que 
refleje la estructura de costos cuasi-fija que 
enfrentan los colegios.

1El número de establecimientos particulares 
subvencionados urbanos casi se duplica 
entre 2000 y 2009. 
2Hsieh, C. y M. Urquiola (2006). “The effects 
of generalized school choice on achieve-
ment and stratification: Evidence from 
Chile’s voucher program”. Journal of Public 
Economics 90, pp. 1477– 1503.
3Los colegios lo hacen aún a expensas de 
la Ley General de Educación, que prohíbe 
expresamente implementar procesos de 
selección hasta 6º básico.
4Según datos de cuestionarios a padres 
SIMCE 2009.
5Entrevista a Alfredo Prieto, La Tercera, 18 
de septiembre de 2011.
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La legitimidad o “éxito” de un sistema 
de relaciones laborales se puede apreciar 
por la manera de responder a las expec-
tativas de los actores sociales y por su ca-
pacidad para administrar el conflicto que 
naturalmente se genera por la diferencia 
de intereses.

Lo que normalmente sabemos con res-
pecto a Chile es que existe una baja sindi-
calización y también una muy baja tasa de 
trabajadores cubiertos por instrumentos 
colectivos de trabajo. Lo que queda son 
preguntas. ¿Cómo se resuelven, entonces, 
las cotidianas diferencias entre trabajado-
res y jefes? ¿Cuál es el nivel de influencia 
que tienen los trabajadores en sus espacios 
de trabajo?, ¿Cuál es el nivel de tensión o 
antagonismo entre las partes? 

Una reciente encuesta de la Dirección del 
Trabajo, el Ministerio de Salud y el Institu-
to de Seguridad Laboral (ex INP), permite 
tener una mirada a la calidad de nuestras 
relaciones laborales1. En particular, uno de 
los aspectos de la encuesta es el capítulo 
de Participación social y nivel de la orga-
nización de trabajadores. La temática re-
fleja la capacidad de influir en la toma de 
decisiones en los espacios de trabajo, que 
de producirse, debiera impactar positiva-
mente, por ejemplo, en la calidad de vida 
laboral, puesto que implica algún nivel de 
control sobre el cumplimiento de la ley y la 
prevención respecto de las condiciones de 
trabajo y empleo. Del mismo modo significa 
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influir en el destino de los excedentes que 
genera la actividad laboral, es decir, en la 
distribución del ingreso.

CON RESPECTO a la participación en or-
ganizaciones laborales, los resultados con-
firman lo sabido: es baja. Solo el 12,5% de 
la población encuestada dice pertenecer a 
estas organizaciones: 8,1% señala adherir 
a un sindicato y 3,1% afirma ser parte de 
una asociación de funcionarios o colegio 
profesional. Por otra parte y al contrario 
de lo que se asume, la encuesta revela una 
correlación entre el nivel educacional y la 
pertenencia o no a este tipo de organiza-
ciones: aumenta a medida que sube el nivel 
de educación (un 26,6% en aquellos con 
educación universitaria completa). 

Una segunda dimensión es la toma de 
decisiones en el trabajo. El estudio iden-
tificó diferentes aspectos como salarios, 
horas de trabajo, vacaciones y descansos 
e indemnizaciones, e indagó por las ma-
neras de resolver las diferencias y fijar los 
parámetros. En general, la gran mayoría de 
los encuestados tiene muy baja influencia 
en las decisiones: lo más común es la de-
cisión unilateral de jefes o directivos (entre 
un 25,6% y 42,5%). Sin embargo, se iden-
tifican dos estrategias de influencia por 
parte de los trabajadores: la negociación 
colectiva, que es utilizada entre un 0,6% y 
un 10% de la fuerza laboral y la presión di-
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recta hacia los empleadores, utilizada entre 
un 0,6% a 3% de los casos. Un mecanismo 
participativo como la consulta a los traba-
jadores involucrados ocurre apenas para un 
rango entre el 14,3% y 7,3% de los encues-
tados, según sea el tema.

¿Y qué sucede con los trabajadores 
frente a crisis o dificultades económicas 
de las empresas? 60,5% de los trabajado-
res señala que su empresa no se ha visto 
enfrentada a hacer adecuaciones. Cuando 
han ocurrido, la fórmula ha sido principal-
mente el despido de trabajadores (22,6%), 
el aumento de la producción con la misma 
cantidad de trabajadores (13%), la contra-
tación de trabajadores temporales (11.4%) 
y la realización de nuevas tareas por parte 
de los trabajadores (10%). 

Finalmente, se midió la percepción de 
tensión social que tienen los trabajado-
res entre grupos sociales a nivel país y en 
la empresa. La mayor, a nivel país, es, de 
acuerdo al estudio, aquella entre ricos y 
pobres (49,7% de “mucha tensión” y 36% 
de “algo de tensión”). Por otra parte, los 
resultados muestran, a nivel empresa, que 
alrededor de un 40% de los encuestados 
percibe “mucha tensión” y el 47% “algo de 
tensión” entre empleadores y trabajadores. 

LOS RESULTADOS SON INQUIETANTES. 
Existe baja injerencia de los trabajadores 
en las decisiones que afectan su entorno 
y condiciones de trabajo y, cuando exis-
ten diferencias en la empresa, estas se 
resuelven a partir de la decisión unilateral 
de jefes o directivos. La expresión de dife-
rencias o posiciones distintas en los lugares 
de trabajo tampoco es ejercida a través de 
instancias representativas: de allí que la 
vivencia cotidiana no sea de diálogo y co-
operación entre actores, sino más bien de 
confrontación o antagonismo. Los resulta-
dos cuantitativos no son mejores: el 60,8% 
de los trabajadores dice que gana menos de 
$ 250.000. El nivel de poder y el grado de 
participación equilibrado en los lugares de 
trabajo no solo promueven decisiones más 
justas, también son factores que hacen más 
competitivas y durables a las empresas, y 

que mejoran la calidad de vida y la salud de 
los trabajadores.

A pesar de estas cifras, un lugar común 
de todo foro o seminario sobre gestión 
de empresas es afirmar que “las personas 
son el mayor activo de una organización”, 
su “capital social”, la “fuente de ventaja 
competitiva”. Considerando los datos que 
entrega la encuesta, una empresa que 
realmente logre implementar una estrate-
gia de gestión innovadora en materia de 
relaciones laborales estará creando una 
ventaja competitiva durable a partir de un 
factor difícil de imitar: compromiso de los 
trabajadores y lealtad de la empresa para 
con su personal. Las relaciones laborales 
constituyen un sistema clave de la Gestión 
de Personas, y no solo a propósito de las 
relaciones colectivas de trabajo, sino por 
los niveles de influencia y participación de 
cada trabajador. Las economías desarro-
lladas hace tiempo lo saben: las empresas 
son mucho más competitivas cuando se 
gestionan en un ambiente de respeto, es-
cucha, participación, confianza, creatividad 
e innovación. Las compañías líderes de los 
países desarrollados, y unas pocas en Chile, 
invierten fuerte en el desarrollo de rela-
ciones de cooperación entre trabajadores, 
ejecutivos y representantes de los dueños. 

¿Qué tan vigentes están los derechos 
democráticos en las empresas chilenas? El 
desafío es conciliar los derechos y deberes 
que una sociedad democrática entrega a 
sus ciudadanos con aquellos que se reco-
nocen y se viven en la empresa. En estos 
días en que el debate social se ha centrado 
en las posibilidades de ampliación demo-
crática que ofrece nuestro sistema educa-
cional, ¿por qué no añadir a esa discusión 
las posibilidades de profundización demo-
crática que ofrecen nuestras instituciones 
y empresas? Después del hogar y antes que 
el barrio, las personas dedican su tiempo al 
trabajo y los negocios. La pregunta funda-
mental es cómo se construyen empresas 
donde se acepta y canaliza el debate y la 
negociación, donde se integra la maximiza-
ción de su valor presente con la generación 
de un espacio de crecimiento, realización y 
satisfacción laboral de las personas. 

La difícil ruta del 
emprendimiento  
en la academia

Recientemente el CONICYT, a través del 
FONDEF, ha lanzado un concurso para 
valorizar la investigación realizada en las 
universidades. La iniciativa busca traducir 
los resultados de la investigación científica 
a nuevos negocios: asociar a memoristas 
de pre o postgrado con profesores vincu-
lados a  proyectos FONDECYT. La idea es 
apoyar a los estudiantes en la materializa-
ción de nuevos productos o servicios surgi-
dos de investigaciones realizadas en tesis. 
También se busca incentivar y explorar 
nuevos modelos de asociación que favo-
rezcan el emprendimiento, aprovechando 
la infraestructura científica y tecnológica 
que ofrecen las universidades.
La iniciativa impulsada por el CONICYT es 
relevante y positiva ya que apunta a ge-
nerar emprendimientos de base científica y 
tecnológica en su origen. En Chile –y La-
tinoamérica– la investigación básica, y en 
menor grado la aplicada, emerge principal-
mente de las universidades a través de un 
modelo que es financiado por el Estado. En 
países desarrollados el escenario es opues-
to: los privados tienen un rol protagónico 
en el financiamiento de la i+d. En EE.UU. la 
investigación científica y tecnológica tiene 
un carácter tremendamente empresarial, y 
la legislación permite a las universidades 
patentar como propias las investigaciones 
financiadas con fondos federales, lo que 
favorece el ingreso de privados interesados 
en explorar nuevas aplicaciones de mer-
cado. Esto ha impulsado la colaboración 
entre la institucionalidad pública y la pri-
vada, generando un sistema universitario 
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eficiente a la hora de transferir resultados 
de la investigación básica a productos co-
merciales. 
Un aspecto interesante de la iniciativa CO-
NICYT es que busca integrar a investigado-
res vinculados a proyectos FONDECYT: la 
cuna y nata de casi todas las publicaciones 
relevantes que produce la comunidad cien-
tífica en revistas de corriente principal. Por 
lo tanto, hay un claro objetivo que bus-
ca transferir y crear negocios a partir de 
la mejor investigación realizada en el país. 
Desafortunadamente, en Chile no existe 
una cultura del emprendimiento dentro de 
las universidades, no al menos en la comu-
nidad científica, que es muy conservadora 
en lo que respecta a emprender negocios. 
Dentro del ámbito académico, es normal la 
formalización de una sociedad empresarial 
al alero de disciplinas como la ingeniería o 
la administración, pero no en las áreas vin-
culadas a las ciencias básicas, como la bio-
logía, física y ciencias de la vida.  La razón 
es muy simple: la comunidad científica 
no sabe hacer negocios; sabe hacer buena 
ciencia. Por lo tanto, no se le puede pedir a 
ella patrocinar proyectos estudiantiles  que 
apuntan más bien a materializar productos 
o servicios con valor de mercado. 
Además, en  Chile no existe una institucio-
nalidad dentro de las universidades cientí-
fico-tecnológicas que permita trasferir los 
resultados de la investigación básica a pro-
ductos comerciales. Con mucho trabajo –y 
algo de suerte– algunas pocas universida-
des han logrado avanzar en la implemen-
tación de políticas de propiedad intelectual 

dentro de sus planteles. Sin embargo, ha 
sido muchas veces la improvisación la 
encargada de resolver los problemas que 
surgen de la apropiación del conocimiento 
científico. 
Una propuesta destinada a robustecer la 
iniciativa CONICYT en el mediano plazo es 
insertar en la malla curricular de carreras 
científico-tecnológicas asignaturas asocia-
das al emprendimiento, los negocios y la 
propiedad intelectual. Es importante que 
las nuevas generaciones de investigado-
res sepan reconocer el valor de sus ideas y 
los aspectos que regulan la propiedad del 
conocimiento y los resultados de la inves-
tigación. 
Una segunda propuesta debiera apuntar a 
generar instrumentos que permitan a las 
universidades ser más proactivas en la 
generación de alternativas de titulación 
y egreso de sus estudiantes. Las tesis de 
grado, con el clásico esquema de introduc-
ción, materiales y métodos, resultados y 
conclusiones, funcionan para los interesa-
dos en seguir el camino de la ciencia, pero 
no para los emprendedores que quieren 
materializar sus conocimientos mediante 
un buen plan de negocios.

Por Alejandro Jiménez*

1Encuesta Nacional de Condiciones de 
Empleo, Trabajo y Salud, ENETS 2011. Fue 
aplicada desde septiembre de 2009 a octubre 
de 2010, y respondida por 9.503 personas 
entrevistadas en las 15 regiones del país: la 
muestra representa a más de siete millones 
de trabajadores.




